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I.- INTRODUCCION

La Ley 3/2012, de 6 de julio, de Medidas Urgentes para la Reforma del Mercado Laboral, ha introducido importantes modificaciones en la legislación laboral, abarcando los aspectos más relevantes de las instituciones reguladas en el Estatuto de los Trabajadores.
Entre las novedades que introduce la norma destaca, como medida para favorecer la flexibilidad interna, la regulación de las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo contenida en el artículo 41 ET, que se articula como instrumento esencial de la política de flexiseguridad que inspira la reforma, arbitrándose con este objetivo un conjunto de medidas que permitan a las empresas la adaptación de las condiciones de trabajo a las circunstancias concretas que atraviesan, y hacer frente a las oscilaciones de la demanda recurriendo a mecanismos diferentes al despido
.
II.- LA FACULTAD DE ALTERAR LAS CONDICIONES DE TRABAJO: UNA EXCEPCION DEL PRINCIPIO PACTA SUNT SERVANDA
En algún momento de la vida de la relación jurídico laboral es posible que determinados derechos y obligaciones de las partes experimenten cambios o sufran alguna modificación. No se debe olvidar que la relación laboral es una relación de tracto sucesivo que despliega sus efectos a lo largo del tiempo, que tiene una vocación de prolongarse con todo lo que ello supone respecto a una mayor posibilidad de sometimiento a las circunstancias cambiantes de una organización productiva. Señala Castán, como idea comúnmente arraigada, que las partes, una vez que por su libre voluntad han establecido el contrato, están obligadas a comportarse de acuerdo con sus estipulaciones, de aquí el principio de la fuerza obligatoria del contrato estereotipado en la máxima pacta sunt servanda. Como regla general y por exigencias de la seguridad jurídica, este principio de inalterabilidad del contrato opera aún cuando la vida, en su continuo fluir, traiga consigo una alteración de las circunstancias ajena a la actuación y voluntad de las partes, mas, a veces, y sobre todo en momentos de crisis económica o cuando se trata de contratos de ejecución sucesiva y larga duración, ese cambio de circunstancias puede hacer excesivamente onerosa para una de las partes la ejecución de lo convenido o puede convertir el contrato en objetivamente injusto.

Junto al principio pacta sunt servanda, reflejo del cual son los artículos 1.255, 1.256 y 1.258 del CC, y en el Derecho del Trabajo, el respeto a los derechos adquiridos que emanan de tales preceptos modalizados en sus vertientes de la condición mas beneficiosa y de la regulación colectiva de condiciones, las propias instituciones que aseguran la conservación de un determinado status contienen el germen de su posible modificación: así el artículo 1.256 CC proscribe el arbitrio de una sola de las partes, pero no el ulterior acuerdo modificativo o extintivo entre las mismas (novación); los artículos 1.255 y 1.258 CC limitan los acuerdos a lo pactado, pero también a lo que sea conforme a la ley, la moral y el orden público, así como a su alcance conforme a la naturaleza de la relación, a la buena fe, al uso y a la ley. En el Derecho del Trabajo, la lógica de la modificación deriva, en épocas pasadas, de la intervención del poder público establecida legalmente, contemplando la conservación de la empresa como sede del empleo; y actualmente, la modificación ante el fluir de circunstancias toma su arranque formal en la misma existencia de las relaciones entre los interlocutores sociales, que es característica de las sociedades industriales avanzadas, como manifestación de su respectiva autonomía y capacidad autorreguladora dentro del ordenamiento constitucional, con reflejo en las diversas modalidades de la negociación colectiva con sus incidencias de fondo y forma
.
El artículo 41.1 ET atribuye a una sola de las partes contractuales la facultad de alterar lo que originalmente se dispuso mediante un acuerdo bilateral, ya sea éste individual o colectivo. Sin lugar a dudas, esto constituye una excepción a los principios que presiden el derecho de obligaciones y contratos y, más concretamente, al artículo 1256 CC
, sin embargo, hay que advertir que la extensión del artículo 41 ET permite afirmar que en nuestro Derecho del Trabajo la posibilidad de modificar las condiciones contractuales no se reserva únicamente a situaciones patológicas, sino que se trata de un instrumento propio de este sector del ordenamiento jurídico mediante el que se hace posible relativizar la estabilidad del contrato de trabajo y la fuerza vinculante de modalidades informales de negociación colectiva, en atención a las necesidades de funcionamiento de la empresa y de su adaptación a las exigencias del mercado
.

III.- ANALISIS DEL ARTICULO 41 ET
III.1.- LAS CAUSAS JUSTIFICADORAS

Comienza por señalar el artículo 41 ET que “La dirección de la empresa podrá acordar modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo cuando existan probadas razones económicas, técnicas, organizativas o de producción”, definiendo las razones que justifican la decisión de modificar sustancialmente las condiciones de trabajo con la fórmula según la cual se considerarán razones económicas, técnicas, organizativas o de producción "las que estén relacionadas con la competitividad, productividad y organización técnica o del trabajo en la empresa". De esta redacción se pueden extractar dos conclusiones:
En primer lugar, la referencia a la "competitividad y productividad" parece que se vincula con facilidad con las "razones económicas" mencionadas por la norma, mientras que la alusión a la "organización técnica o del trabajo en la empresa" se corresponde con los motivos de orden "técnico" u "organizativo" citados a continuación, en tanto que las razones "de producción" parecen huérfanas de un referente específico
.

En segundo lugar, suprime las referencias finalistas de la regulación anterior enlazando la concurrencia de las causas que las justifican exclusivamente con los conceptos de competitividad, productividad o con la organización técnica o del trabajo.
Se ha afirmado por algún sector de la doctrina que la nueva redacción del precepto pone de manifiesto que la intención del legislador es reducir a la mínima expresión el control judicial de las decisiones empresariales sobre modificación de condiciones. Lo cierto es que, a diferencia de lo que ocurre con los despidos, en esta materia la exposición de motivos no contiene ninguna referencia a esa intención del legislador ni a problemas en la interpretación judicial del artículo 41 del ET, limitándose a señalar que el conjunto de medidas de flexibilidad interna que se formulan tienen como objetivo fortalecer los mecanismos de adaptación de las condiciones de trabajo a las circunstancias concretas que atraviese la empresa, y que el objetivo general de la reforma laboral es la flexiseguridad. En cualquier caso, el control judicial no se ha eliminado, ni es posible eliminarlo de forma absoluta en un sistema jurídico como el nuestro en el que no hay materias que afecten a los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos que queden exentas de todo control judicial (artículos 24 y 117 de la CE). No cabe entender que con la nueva redacción del precepto se habilita al empresario para decidir libremente la modificación, tesis que aparece contradicha por la propia normativa de aplicación, así, el párrafo primero del apartado 7 del artículo 138 de la LRJS dispone que la empresa debe acreditar las razones que invoca respecto de los trabajadores afectados, lo que implica que deben concurrir “razones” y además estar relacionadas con la situación concreta en que prestan servicios los trabajadores afectados. Al mismo tiempo las causas económicas, técnicas, organizativas y productivas deben estar relacionadas con la “competitividad, productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa”, y esa “relación” supone ya en sí misma que es necesario que concurra una causa justificada, que nos sitúa ante alguna disfunción apreciable en la organización empresarial, sea por las propias deficiencias productivas o en la organización y en la gestión de los recursos humanos, sea por la necesidad o conveniencia objetiva de adaptación a las exigencias de la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado
.

Esto es, deberá tratarse siempre de causas externas, con entidad propia y claramente objetivables, sin que la nueva redacción del precepto permita deducir que la existencia de cualquier dificultad pueda servir de fundamento para imponer cualquier alteración de las condiciones de trabajo. Las exigencias de causalidad implican que tales causas, para ser válidas, habrán de guardar cierta relación de correspondencia con los motivos que en principio les sirven de fundamento, por presentarse su introducción como una medida, si no indispensable, si al menos recomendable desde el punto de vista de la racionalidad empresarial, para afrontar satisfactoriamente la situación de partida
. Como bien afirma la doctrina, antes y después de la reforma de 2012, es preciso llevar a cabo siempre "un juicio de razonabilidad sobre la adecuación de las medidas propuestas a las causas que las provocan"
, capaz de acreditar la existencia de una conexión de funcionalidad o instrumentalidad que permita validar la razonabilidad de la medida adoptada para superar la causa desfavorable. Es más, la experiencia forense posterior a la reforma ya permite apreciar una cierta "resistencia judicial"
 a aceptar la reducción de controles propuesta, que sin duda acentuará la inseguridad jurídica en la materia. En todo caso, lo exigible en estos casos, parece que será, más que una prueba en sentido estricto, la aportación de una argumentación justificadora de la razonabilidad de su introducción desde el punto de vista empresarial
. En definitiva, como bien ha entendido la jurisprudencia, la facultad de gestionar con flexibilidad interna la organización del trabajo, que es manifestación de la "libertad de empresa" y de la "defensa de la productividad" reconocidas en el artículo 38 CE se atribuye al empresario con unos márgenes más holgados que la facultad de flexibilidad externa, que ha de encontrar un punto adecuado de equilibrio o ponderación entre la "libertad de empresa" y el "derecho al trabajo" de los trabajadores despedidos reconocido en el artículo 35 del propio texto constitucional
.

En definitiva, conviven en la nueva regulación el reconocimiento de un amplio margen de actuación empresarial con la exigencia de un ejercicio regular de las facultades empresariales, que implica la concurrencia de circunstancias -que deben ser alegadas y probadas- suficientes para justificar el sacrificio pretendido de los derechos o condiciones de trabajo del trabajador afectado, a examinar conforme al canon de enjuiciamiento de la razonabilidad y proporcionalidad
, siendo, en todo caso, límites implícitos, que formarán parte del control judicial, la exigencia de ejercicio de los derechos conforme a la buena fe, con proyección propia en el ordenamiento laboral (artículo 20.2 ET), y la prohibición del fraude de ley y el abuso de derecho.

No obstante lo anterior, cabe preguntarse si la determinación legal de las causas realizadas en las otras medidas de flexibilidad interna y en el despido colectivo son también aplicables en esta materia, considerando concurrentes las razones que justifican la modificación sustancial. Por ejemplo, si se acredita la disminución de ingresos o ventas durante dos o tres trimestres, esta situación, en la medida que justifica despidos colectivos u objetivos individuales, con más razón justificará la mera novación modificativa, con subsistencia del vínculo laboral. Además tiene sentido relacionar la definición legal de las causas, especialmente las económicas, en una y otra institución dado que las medidas de modificación sustancial se conciben legalmente como alternativas al despido ante la misma situación económica negativa que esté atravesando la empresa, y se prevé que formen parte de las medidas que pueden pactarse en el periodo de consultas para evitar los despidos o atenuar sus consecuencias. Así, en el propio RD 1483/2012, de 29 de Octubre, por el que se aprueba el reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada, se insiste en las medidas sociales de acompañamiento como vías para evitar o reducir los despidos, incluyéndose entre ellas la movilidad funcional, la movilidad geográfica y la modificación sustancial de las condiciones de trabajo. De otro lado, la memoria del análisis del impacto normativo del RD 1483/2012 destaca también la posibilidad de modificar las condiciones de trabajo, con mención expresa a la reducción de las cuantías salariales, y subraya que precisamente el sentido de esta medida de flexibilidad interna negociada es proporcionar a la empresa una alternativa menos traumática que los despidos.

En definitiva, no es fácil dar una respuesta segura, pero al margen de supuestos de apreciación de fraude, no se observan obstáculos insalvables que impidan que los mismos datos y causas puedan justificar simultáneas o posteriores modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, máxime cuando estamos en presencia de medidas de adaptación de la empresa a las circunstancias económicas, organizativas o productivas a las que se enfrenta, con la finalidad de mantenimiento del empleo
.
III.2.- MATERIAS MODIFICABLES
Establece el párrafo segundo del art. 41.1 ET que “Tendrán la consideración de modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, entre otras, las que afecten a las siguientes materias: a) Jornada de trabajo; b) Horario y distribución del tiempo de trabajo; c) Régimen de trabajo a turnos; d) Sistema de remuneración y cuantía salarial; e) Sistema de trabajo y rendimiento; y f) Funciones, cuando excedan de los límites que para la movilidad funcional prevé el artículo 39 de esta Ley”.
Como es de ver, las materias que pueden modificarse son las mismas que se contemplaban en el artículo 41 ET, si bien se añade ahora la referencia a la “cuantía salarial”, sin embargo no están todas las que son, puesto que la expresión “entre otras” que contiene el artículo pone de manifiesto que nos encontramos ante un numerus apertus en relación con las condiciones de trabajo que pueden ser modificadas por este procedimiento, a pesar de que el listado del artículo 41.1 ET resulta relativamente completo e incluye las condiciones de mayor relevancia, respecto del contenido de las obligaciones contractuales principales.
Ahora bien, el primer condicionante que nos encontramos para realizar la modificación unilateral de las condiciones de trabajo es el requisito de que la misma sea de naturaleza sustancial, esto es, a sensu contrario, si no adquiere dicha característica, la empresa podrá realizarla sin necesidad de someterse a los requisitos establecidos en el artículo 41 ET, esto es, entraría dentro del cuadro de las facultades ordinarias de dirección y gestión del empresario
.

Las alteraciones en las materias enumeradas no necesariamente son sustanciales, tan sólo “pueden” serlo, “porque es unánime criterio de este Tribunal el de que la aplicación del artículo 41 ET no está referida al hecho de que la condición sea sustancial, sino a la exigencia de que sea sustancial la propia modificación” (STS 26-4-2006, Rec. 2076/2005).

Por ello, deviene decisivo concretar el alcance más o menos aproximado de este concepto jurídico indeterminado, recurriendo a la doctrina judicial. En ocasiones, la noción de sustancialidad se vincula a la existencia de un perjuicio para el trabajador, y en esta línea se orientan las SSTS 22-9-2003 (Rec. 122/2002) y 10-1-2005 (Rec. 183/2004). En otros casos, se afirma que “por modificación sustancial de las condiciones de trabajo hay que entender aquellas de tal naturaleza que alteren y transformen los aspectos fundamentales de la relación laboral, entre ellas, las previstas en la lista ad exemplum del artículo 41.2 pasando a ser otras distintas, de un modo notorio, mientras que cuando se trata de simples modificaciones accidentales, éstas no tienen dicha condición siendo manifestaciones del poder de dirección y del ius variandi empresarial” (STS 26-4-2006, Rec. 2076/2005). En todo caso, conviene tener presente que el intérprete deberá estudiar caso por caso, y su juicio deberá tener en cuenta los elementos contextuales, como “el contexto convencional e individual, la entidad del cambio, el nivel de perjuicio o el sacrificio que la alteración supone para los trabajadores afectados” STS 22-9-2003 (Rec. 122/2002).

En el otro extremo del razonamiento, cabe cuestionarse la existencia de ciertos tipos de modificaciones sustanciales que, por alcanzar dosis extremas, quedan al margen del ámbito de aplicación del artículo 41 ET. Ante todo conviene indicar que como límites expresos figuran todos aquellos deducidos de las normas estatales, en concreto aquellas que introducen condiciones laborales inalterables en calidad de mínimos de derecho necesario; la exclusiva referencia en el artículo 41 ET a la modificabilidad de lo pactado en acuerdos y pactos colectivos, sensu contrario, supone la exclusión de la alteración de lo fijado vía norma estatal y la remisión a lo dispuesto en el nuevo artículo 82.3 ET de las condiciones acordadas en convenio colectivo. Más aún, habría que presumir la imposibilidad de que los cambios provoquen una transformación global del contrato, en términos tales que se desvirtúe por completo lo que fue la raíz de la expresión de voluntad de las partes, en tales supuestos, resultan aplicables las que regulan la novación en el derecho común, lo que exige la aceptación del trabajador vía pacto individual. Ello supone, a título de ejemplo, la imposibilidad de que, a través de decisión unilateral del empleador, una relación laboral ordinaria se transforme en relación especial o viceversa. Asimismo, estas modificaciones afectan a cambios objetivos de la relación laboral, lo que excluye cambios sobre los elementos subjetivos y, en concreto, la sucesión de la persona del empresario como parte contractual, al propio tiempo, se mantiene la prohibición de la cesión de trabajadores, con la sola excepción de las conocidas Empresas de Trabajo Temporal, por lo que tampoco el artículo 41 ET puede jugar como cauce de prestamismo laboral, además el referido artículo ni siquiera puede emplearse como procedimiento para la circulación de trabajadores en el interior de un grupo de empresa.

Una última cuestión relativa a la delimitación de la modificación sustancial es la que concierne al presunto carácter definitivo del cambio. Por comparación con el ius variandi, necesariamente temporal, se produce la tendencia natural a relacionar el artículo 41 ET con las modificaciones definitivas, lo que es cierto en cuanto a la práctica totalidad de los cambios producidos a través de esta disposición, con excepción de las modificaciones de las condiciones de trabajo establecidas en convenio colectivo, que tienen carácter temporal y a partir de la reforma se han de implementar siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 82.3; incluso se comprueba que su regulación global se adapta mejor a los cambios definitivos que a otros temporales, lo que no excluye que el artículo 41 resulte igualmente aplicable a los cambios temporales, eso sí, el carácter temporal o definitivo puede constituir un elemento indiciario importante para constatar la concurrencia de algunos de los requisitos explícitamente exigidos por la referida normativa, tanto para advertir el carácter sustancial de la modificación como para comprobar la graduación del perjuicio, así lo entiende la propia jurisprudencia, cuando ha abordado algunos supuestos más o menos límites (STSJ de Cantabria 28-2-1995, Rec. 56/1995) y cuando ha tenido que deslindar entre los casos de movilidad funcional vertical y modificaciones sustanciales ex artículo 41.1.f) ET (STSJ de Cantabria 23-4-2001, Rec. 856/1999)
.

III.3.- MODIFICACIONES INDIVIDUALES Y COLECTIVAS
El nuevo art. 41.2 ET dispone que “Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo podrán afectar a las condiciones reconocidas a los trabajadores en el contrato de trabajo, en acuerdos o pactos colectivos o disfrutadas por estos en virtud de una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos”, ello implica que cabe modificar cualquier condición, sea cual sea su fuente reguladora, salvo las que nacen del convenio colectivo estatutario, para las que rige la prohibición absoluta de alteración unilateral por el empresario, con remisión legal a los trámites del descuelgue ex art. 82.3 del ET.
A continuación el precepto define la modificación colectiva al señalar que se considera de carácter colectivo la modificación que, en un periodo de noventa días, afecte al menos a: a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores; b) El 10 por 100 del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen entre cien y trescientos trabajadores; y c) Treinta trabajadores, en las empresas que ocupen más de trescientos trabajadores, y por exclusión se consideran individuales las modificaciones que, en el mismo periodo, no alcancen los umbrales señalados. 
Esta nueva redacción del precepto supone una auténtica revolución en lo que se refiere a la distinción de las modificaciones sustanciales individuales, colectivas y estatutarias. Respecto de los dos primeros tipos, el legislador ha optado por sustituir el tradicional criterio cualitativo, por uno meramente cuantitativo, de este modo, todas las modificaciones de condiciones reconocidas a los trabajadores en virtud de un contrato de trabajo, un acuerdo colectivo extraestatutario o una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos, tendrán la consideración de individuales cuando afecten a un número de trabajadores que quede por debajo de los umbrales dispuestos en el apartado 2 del art. 41 ET; por el contrario, cuando dichas condiciones sean alteradas a un número mayor de empleados en un plazo de noventa días, la modificación habrá de calificarse de colectiva
, por lo tanto, tras la reforma, ya no cabe esgrimir los argumentos hasta ahora aportados por la jurisprudencia, conforme a la cual “el que las modificaciones sustanciales del contrato de trabajo tengan carácter individual o colectivo depende, por imperativo legal —artículo 41.2 ET—, no del número de trabajadores afectados ni de su identificación sino de que las condiciones sustanciales que han de alterarse tengan su origen en un derecho de disfrute individual o de un acuerdo o pacto colectivo o disfrutadas por los trabajadores en virtud de una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos”
.
Por lo que se refiere a la norma antifraude contenida en el párrafo cuarto del apartado 3º del artículo 41 del ET, según la cual “Cuando con objeto de eludir las previsiones contenidas en el apartado siguiente de este artículo, la empresa realice modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo en períodos sucesivos de noventa días en número inferior a los umbrales que establece el apartado segundo para las modificaciones colectivas, sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal actuación, dichas nuevas modificaciones se considerarán efectuadas en fraude de Ley y serán declaradas nulas y sin efecto”, hay que tener en cuenta que sus previsiones en orden al fraude de ley y la nulidad de la decisión empresarial opera para las nuevas modificaciones, no para las ya acordadas que se computan para integrar el umbral numérico que exige la tramitación de las modificaciones como colectivas, y además sólo se declara la nulidad si no concurren “nuevas causas que justifiquen” la actuación empresarial
.
Por otra parte, otra nota característica dentro de la presente regulación es la previsión de dos procedimientos diferentes para poder llevar a cabo la modificación sustancial de condiciones de trabajo según se trate de modificaciones de carácter individual o bien, de modificaciones de carácter colectivo. En la Ley se contempla un procedimiento más sencillo y más ágil para la introducción de modificaciones de naturaleza individual, mientras que para las colectivas prevé un procedimiento que complementa la decisión unilateral con la participación de los representantes de los trabajadores en mayor o menor grado.
Así, en cuanto a la modificación individual el empresario deberá notificar la decisión al trabajador afectado y a los representantes legales con una antelación de quince días a la fecha de su efectividad, reduciéndose de esta forma el plazo legal, que pasa de treinta días a quince días, entendiéndose asimismo que nos encontramos ante un plazo sustantivo por lo que se computa por días naturales en aplicación de lo dispuesto en el artículo 5.1 del Código Civil. De otro lado, la notificación al trabajador, no obstante la omisión del ET, debe realizarse por escrito, requisito exigido por la jurisprudencia
, y resultado de la interpretación conjunta del artículo 41.3 ET en relación con la previsión del artículo 8.5 del ET en materia de información al trabajador sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo, que establece la obligación del empresario de comunicar al trabajador las modificaciones de sus condiciones de trabajo por escrito. Además la notificación debe expresar además de las causas que la han motivado, en qué consiste la modificación, sobre qué condición/es opera y en qué medida, la fecha de la notificación, así como la de efectividad de la modificación, tanto a los efectos del cómputo del plazo para impugnar, en su caso, la medida, como para que se pueda detectar un posible incumplimiento del plazo de antelación, teniendo en cuenta que la antelación exigida legalmente es un mínimo, y todo ello a los efectos de evitar la indefensión del trabajador. En este sentido, la LRJS sí que hace referencia expresa “a la notificación por escrito de la decisión a los trabajadores o a sus representantes” al determinar el día inicial de cómputo del plazo de caducidad para el ejercicio de la acción de impugnación. 
De otro lado, la modificación sustancial de las condiciones de trabajo que tenga naturaleza colectiva, precisará para poder ser llevada a cabo que la dirección de la empresa abra con carácter previo un período de consultas con los representantes de los trabajadores, siendo el objeto del periodo de consultas con la representación legal de los trabajadores el examen de las causas de la decisión y la posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como la aprobación de medidas para atenuar las consecuencias que pueda producir para los trabajadores. A pesar de que el texto de la norma no es muy explícito, hay dos datos que indican la existencia de una voluntad por conjugar la adopción de un acuerdo con la agilidad de la medida: por una parte se prevé que la duración de las consultas será de quince días improrrogables, por otra, está la referencia que se hace al contenido de las consultas; deberán versar sobre las causas motivadoras de la decisión y sobre la posibilidad de reducir o paliar sus efectos. También, es importante la referencia legal a la obligación de las partes de negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un acuerdo, no bastando por tanto un mero cruce de pareceres para entender cumplidas las consultas, sino que tiene que haber voluntad de negociar para llegar a un acuerdo, y para eso no es suficiente con que cada parte exponga su punto de vista, además la propuesta empresarial debe ir acompañada de una precisa, concreta y amplia documentación que posibilite una negociación real
. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los miembros del comité o comités de empresa, de los delegados de personal en su caso o de las representaciones sindicales que, en su conjunto, representen a la mayoría de aquéllos; se trata de un acuerdo de empresa alcanzado en un proceso de negociación estatutaria, atribuyendo la reforma preferencia a la intervención de las secciones sindicales si así lo acuerdan, siempre que sumen la mayoría de los miembros del comité de empresa o entre los delegados de personal.

En los supuestos en que no exista representación legal de los trabajadores en la empresa, se mantiene que éstos podrán atribuir su representación para la negociación en el periodo de consultas, a una comisión de un máximo de tres miembros integrada por trabajadores de la propia empresa y elegida por éstos democráticamente, o a una comisión de igual número de componentes designados, según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que pertenezca la empresa del sector al que pertenezca la empresa y que estuvieran legitimados para formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo de aplicación a la misma. Sus acuerdos requerirán el voto favorable de la mayoría de sus miembros y la designación de los mismos se debe llevar a cabo en un plazo de cinco días contados desde el inicio del periodo de consultas. Se establece también que la ausencia de designación no paralizará el periodo de consultas. Por su parte, la empresa podrá atribuir su representación a las organizaciones empresariales del sector al que pertenece.

La empresa y la representación legal de los trabajadores pueden acordar sustituir el periodo de consultas por un procedimiento de mediación o arbitraje. Pueden decidirlo por acuerdo en cualquier momento durante las consultas e implicará la sustitución de las mismas por la aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa. En todo caso, dicho procedimiento deberá realizarse dentro del plazo improrrogable de quince días.

En todo caso, si la negociación termina sin acuerdo, el empresario conserva la facultad de adoptar la decisión de modificación sustancial y la comunicará a los trabajadores afectados una vez finalizado el periodo de consultas sin acuerdo y surtirá efectos en el plazo de los 7 días siguientes a su notificación. Si, por el contrario, se hubiese alcanzado un acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, la modificación sustancial se llevará a cabo en virtud de lo acordado
. 
Como es de ver, cuando el periodo de consultas concluye con acuerdo no se prevé expresamente que se notifique individualmente a los trabajadores afectados, aunque parece razonable que la empresa haga llegar a los afectados el acuerdo alcanzado y las nuevas condiciones en que se prestarán los servicios, además no se excluye en estos supuestos la posibilidad de impugnación judicial por los trabajadores, y la aplicación del plazo de caducidad establecido legalmente requiere que se notifique la modificación sustancial de conformidad con lo dispuesto en los artículos 59.4 ET y 138.1 LRJS, sea o no fruto del acuerdo alcanzado con la representación de los trabajadores
.

No obstante, lo que si establece el párrafo séptimo del art. 41.4 del ET es la presunción de concurrencia de causa legal para la modificación sustancial si el periodo de consultas concluye con acuerdo, en cuyo caso “sólo podrá ser impugnado ante la jurisdicción competente por la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en su conclusión”, encontrándonos ante una limitación de los motivos de impugnación o ante una presunción legal de  naturaleza “iuris tantum”, que traslada al que impugna la decisión la carga de desvirtuar la concurrencia de la causa
.

Si concluye el periodo de consultas sin acuerdo, la empresa deberá notificar su decisión de modificación colectiva a los trabajadores y surtirá efectos en el plazo de los siete días siguientes. También aquí debe suplirse la omisión legal en orden a la comunicación a los representantes de los trabajadores y considerar que debe notificarse la decisión como prevé con carácter general el artículo 138.1 de la LRJS. 
III.4.- LA EXTINCION VOLUNTARIA INDEMNIZADA

Al margen del tipo de modificación sustancial decidido por la empresa subsiste, aunque con ampliación de supuestos, el derecho del trabajador afectado a la extinción voluntaria indemnizada del vínculo laboral, aplicándose este derecho, tras la Ley 3/2012 a la modificación de cualquier condición laboral, con la única excepción legal de la que afecte al sistema de trabajo y rendimiento, esto es, cabe extinguir la relación laboral si la decisión afecta a la jornada, al horario y distribución del tiempo de trabajo, al régimen de trabajo a turnos, al sistema de remuneración y cuantía salarial, y a las funciones cuando constituyan modificación sustancial y no ejercicio regular del “ius variandi” empresarial, condicionándose el derecho del trabajador a la extinción contractual a que resulte perjudicado por la modificación sustancial. La apreciación de este requisito con frecuencia va a resultar polémica y difícil, pues el precepto nada detalla a propósito de cuándo debe entenderse que un trabajador resulta efectivamente perjudicado. Ante esa falta de concreción, puede concluirse que la referencia al perjuicio que hace el artículo 41.3 ET tiene un carácter “genérico”, que se contrapone al perjuicio específico que exige la letra a) del artículo 50.1 ET para la resolución contractual, pues este último, requiere que el trabajador vea comprometida su dignidad. Amparándose en esta indeterminación legislativa, parte de nuestra doctrina judicial y científica ha interpretado el perjuicio del artículo 41 ET de una forma bastante laxa y favorable a los intereses del trabajador, llegando a contemplarse incluso la posibilidad de que el detrimento sufrido por el afectado sea meramente potencial, por el contrario, existe una tendencia predominante a considerar que el perjuicio causado por una modificación sustancial, para generar el derecho a la extinción indemnizada del artículo 41 ET, no puede ser “intrascendente” o de poca importancia. En cualquier caso, se sea más o menos estricto con la entidad del perjuicio, lo que sí parece claro es que si, ante la resistencia del empresario, resulta necesario acudir a la vía judicial para determinar la procedencia del derecho a extinguir el contrato con indemnización, el trabajador tendrá que demostrar que la modificación verdaderamente le resultó perjudicial. Evidentemente, ello no obsta para que en los supuestos en los que se deduzca nítidamente de los hechos un perjuicio objetivo pueda dispensarse procesalmente al trabajador de practicar una “prueba específica” al respecto del daño
.

Por otra parte, la extinción por modificación sustancial a la que se refiere el artículo 41 ET es una facultad unilateral concedida al trabajador perjudicado por la medida, el cual puede poner fin al contrato de trabajo devengando una indemnización de veinte días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos inferiores a un año y con un máximo de nueve meses, sin necesidad de acudir a un proceso judicial para ello. Al no indicar nada el precepto, debe entenderse que esta facultad del trabajador no está condicionada a forma escrita ni a preaviso, basta con manifestar al empresario la voluntad inequívoca de extinguir la relación. En cualquier caso, a efectos de prueba, se hace muy recomendable una comunicación escrita
, siendo a este respecto prácticamente unánime la doctrina y la jurisprudencia
.
En este sentido, se ha convenido que el hecho de que el artículo 41 ET conceda a la decisión extintiva del trabajador unos efectos constitutivos, no debe suponer un óbice para que el trabajador haga valer por la vía judicial los efectos extintivos, indemnizatorios y prestacionales que se derivan de la misma, si ésta le reporta mayores garantías.

Uno de los puntos más arduamente debatidos por nuestra doctrina judicial y científica a propósito de esta rescisión del artículo 41 ET es la determinación del plazo de prescripción o caducidad que se le impone al trabajador para ejercitar su opción extintiva. Al respecto, existen varias interpretaciones: La primera de ellas consiste en adoptar, por analogía, el periodo de caducidad dispuesto en el artículo 59.4 ET para la impugnación judicial de la modificación, es decir, veinte días a contar desde el día siguiente a aquél en el que le fue notificada la decisión empresarial, sin embargo, el receso extraordinario por modificación perjudicial y la impugnación de la medida injustificada siguen cauces bien distintos, es por ello que imponer este plazo de caducidad en virtud de una similitud que no resulta evidente no parece lo más correcto. La interpretación que goza de mayor aceptación entre nuestra doctrina científica es la que postula que el trabajador debe manifestar su opción extintiva antes de que la medida se haga ejecutiva. Con la reforma se ha reducido el tradicional plazo mínimo de efectividad de treinta días a quince, para las modificaciones individuales, y siete, de cara a las alteraciones colectivas, sin embargo, lo cierto es que el legislador sigue sin identificar expresamente estos plazos de ejecutividad de las modificaciones sustanciales con la fecha límite para optar por la extinción indemnizada del contrato de trabajo, lo que lleva a preguntarse por la posible aplicación del artículo 59.1 ET, que establece que las acciones que no tengan un plazo específico señalado deberán ejercitarse en un año. Para rechazar semejante ampliación de los plazos puede argumentarse que el mencionado precepto está concebido únicamente para aquellas acciones que se ejercitan judicialmente y, como acaba de exponerse, en principio, la extinción del artículo 41 ET se define más como una potestad extrajudicial conferida al trabajador que como una verdadera acción procesal. Por consiguiente, el mencionado plazo de ejecutividad de la medida parece, sin duda, el más razonable para los supuestos en los que el trabajador extinga por sí mismo la relación laboral, sin perjuicio de que luego éste tenga un año para reclamar la cantidad adeudada en concepto de indemnización
.
Al margen de la rescisión a la que se refiere el artículo 41.3 ET, las modificaciones sustanciales pueden justificar la extinción del contrato por voluntad del trabajador, devengando una indemnización superior a la que reconoce el mencionado precepto. Para ello se tiene que cumplir el supuesto de hecho del artículo 50.1.a) ET, que alude a las modificaciones sustanciales en las condiciones de trabajo llevadas a cabo “sin respetar lo previsto” en el artículo 41 ET y “que redunden en menoscabo de la dignidad del trabajador”. Además, a partir de ahora, para extinguir el contrato por esta vía deben concurrir “modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo llevadas a cabo sin respetar lo previsto en el art. 41 de esta Ley y que redunden en menoscabo de la dignidad del trabajador”. A pesar de que la redacción del precepto no es del todo clara, sí parece que el legislador quiere imponer dos requisitos para que las modificaciones puedan constituir causa resolutoria: la falta de respeto a lo dispuesto en el artículo 41 ET y, cumulativamente, que se cause un perjuicio a la dignidad del trabajador, despareciendo tras la reforma la alusión al perjuicio de la formación.

IV.- ASPECTOS PROCESALES
Hasta la entrada en vigor de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, el procedimiento especial regulado en el artículo 138 de la LPL sólo era aplicable a las impugnaciones de las modificaciones sustanciales que formalmente eran identificables con decisiones adoptadas al amparo del artículo 41 del ET, tramitándose en cambio por el cauce del proceso laboral ordinario aquellas que no cumplían con las exigencias formales de notificación con la antelación legal de treinta días o del trámite previo de periodo de consultas si eran colectivas. La LRJS, en cambio, impone la tramitación preceptiva de la modalidad especial, al margen del cumplimiento de las exigencias formales, así establece el artículo 138.1 LRJS que el proceso se seguirá por este cauce “aunque no se haya seguido el procedimiento de los artículos 40, 41 y 47 del Estatuto de los Trabajadores”. 
La acción debe ejercitarse en el plazo de caducidad de veinte días hábiles siguientes a la notificación por escrito a los trabajadores o a sus representantes.

El procedimiento es urgente y de tramitación preferente, y se encuentra exceptuado de la conciliación y reclamación previa, habiéndose revelado importante en la práctica judicial el informe que el juez puede solicitar de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que versa sobre los hechos invocados para justificar la decisión empresarial. 

Tras la celebración del juicio la Sentencia deberá ser dictada en el plazo de cinco días. Por lo que se refiere al contenido de la sentencia declarará la decisión impugnada justificada o injustificada o, en su caso nula. La declaración de justificada procede cuando, habiéndose observado los requisitos formales, se hubiera acreditado las razones invocadas por la empresa respecto de los trabajadores afectados, y será injustificada si no se prueban dichas razones. Como novedad de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, en la sentencia que declare justificada la modificación se reconocerá al trabajador el derecho a extinguir el contrato con la indemnización de veinte días por año de servicio, con un máximo de nueve meses, conforme a la previsión del art. 41.3 ET, para lo que se concederá al trabajador el plazo de quince días.

Si la sentencia declara injustificada la medida empresarial condena al empresario a la reposición de las anteriores condiciones de trabajo, y también al abono de los daños y perjuicios que se hubieran causado al trabajador. La nulidad se reserva para los casos de discriminación o vulneración de los derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador, incluidos los supuestos que comportan la declaración de nulidad del despido ex artículo 108.2 de la LRJS, y para casos de fraude de Ley por haber eludido las normas relativas al periodo de consultas, incluyendo el supuesto de modificaciones en periodos sucesivos de noventa días en número inferior a los umbrales que exigen la tramitación como colectivas, en cuyo caso las nuevas modificaciones se declaran nulas.
Finalmente, la novedad legislativa justifica que concluyamos con una referencia al requisito de abono de la tasa judicial para la interposición de los recursos de suplicación y de casación. Debe tenerse en cuenta que conforme a la Ley 10/2012, de 20 Noviembre, por la que se regulan las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia, la interposición del recurso de suplicación está sujeta a una tasa por importe fijo de 500 euros, y un importe variable que resulta de aplicar a la cuantía de la pretensión el tipo de gravamen del 0,50 % en cuantías de hasta 1.000.000 de euros, y un 0,25% en cuanto al exceso, con un máximo del importe variable de 10.000 euros. El sujeto pasivo es el recurrente, aunque tenga la condición de trabajador, no obstante, a los trabajadores, sean por cuanta ajena o autónomos, se les reconoce una exención del 60 por ciento en la cuantía de la tasa que corresponda por la interposición del recurso de suplicación -y del recurso de casación-, conforme concreta el art. 4.3 de dicha Ley. 
La falta de aportación del justificante de pago de la tasa determina que el Secretario Judicial requerirá al sujeto pasivo para que lo aporte, y no se dará curso al escrito procesal hasta que la omisión fuese subsanada, además la falta de presentación del justificante “no impedirá la aplicación de los plazos establecidos en la legislación procesal, de manera que la ausencia de subsanación de tal deficiencia, tras el requerimiento del Secretario judicial a que se refiere el precepto, dará lugar a la preclusión del acto procesal y a la consiguiente continuación o finalización del procedimiento, según proceda”.
De otro lado, se declara exento de la tasa a “las personas a las que se les haya reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, acreditando que cumplen los requisitos para ello de acuerdo con su normativa reguladora”, de hecho el devengo de la tasa se produce en el momento de la interposición del recurso. 
Los sujetos pasivos autoliquidarán la tasa conforme al modelo oficial establecido por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y procederán a su ingreso en el Tesoro Público con arreglo a lo dispuesto en la legislación tributaria general y en las normas reglamentarias de desarrollo. El justificante del pago de la tasa con arreglo al modelo oficial, debidamente validado, acompañará a todo escrito procesal mediante el que se realice el hecho imponible del tributo. Es dudoso si son aplicables a la interposición del recurso de suplicación -y en su caso recurso de casación- las previsiones sobre devolución del 60 o del 20 por ciento del importe de la cuota de la tasa establecida, respectivamente, “cuando, en cualquiera de los procesos cuya iniciación dé lugar al devengo de este tributo, se alcance una solución extrajudicial del litigio” o “cuando se acuerde una acumulación de procesos”, en realidad las razones que justifican la devolución bien pudiera entenderse que también concurren cuando se deja sin efecto el recurso de suplicación o de casación por haber alcanzado las partes un acuerdo extrajudicial antes de que se dicte sentencia, o en los supuestos de acumulación de recursos. Ahora bien, sí que será de aplicación en todo caso la bonificación del 10 por ciento derivada de la utilización de medios telemáticos en los términos previstos en el artículo 10 de la Ley 10/2012, de 20 de Noviembre.
El pago de la tasa podrá realizarse por la representación procesal o por el abogado en nombre y por cuenta del sujeto pasivo, en especial cuando éste no resida en España y sin que sea necesario que se provea de un número de identificación fiscal con carácter previo a la autoliquidación, en todo caso, el procurador o el abogado no tendrán responsabilidad tributaria por razón del pago.
En definitiva, la implantación de una tasa por el Estado en el orden social de la jurisdicción está rodeada de una viva polémica social, y debemos estar atentos a la posibilidad de la interposición de un recurso de inconstitucionalidad o del planteamiento de alguna cuestión de inconstitucionalidad en que se cuestione la limitación indebida al acceso a la jurisdicción. El TC ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse en su Sentencia 20/2012, de 16 de Febrero de 2012 (seguida después por la Sentencia 79/2012, de 17 Abril y otras), sobre la constitucionalidad del art. 35 de la Ley 53/2002, de 30 de Diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, precedente de la Ley actual 10/2012, de 20 de noviembre, y que ahora deroga dicha Ley 53/2002, resalta el TC “(…)sólo son gravados por la tasa dos de los cinco órdenes jurisdiccionales en que se articula hoy el poder judicial en España: el civil y el contencioso-administrativo. Los órdenes penal, social y militar siguen ejerciendo la potestad jurisdiccional gratuitamente, sin que el precepto legal cuestionado guarde ninguna relación con ellos. Este dato es relevante, teniendo en cuenta las especiales características que protegen el acceso a la justicia en materia penal (SSTC 148/1987, de 28 de septiembre,FJ 2; 31/1996, de 27 de febrero, FJ 10; y 94/2010, de 15 de noviembre, FJ 3), militar (STC 115/2001, de 10 de mayo, FJ 5) y social (SSTC 3/1983, de 25 de enero, FJ 3;118/1987, de 8 de julio, FJ 3; y 48/1995, de 14 de febrero, FJ 3)». Añade “(…) En principio, pues, el derecho reconocido en el art. 24.1 CE puede verse conculcado por aquellas disposiciones legales que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan innecesarias, excesivas y carecen de razonabilidad o proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente puede perseguir el legislador (SSTC 60/1989, de 16 de marzo, FJ 4;114/1992, de 14 de septiembre, FJ 3; y 273/2005, de 27 de octubre, FJ 5)”. Y concluye afirmando que “En todo caso, desde nuestra perspectiva, debemos poner de manifiesto que en principio no vulnera la Constitución que una norma de rango legal someta a entidades mercantiles, con un elevado volumen de facturación, al pago de unas tasas que sirven para financiar los costes generados por la actividad jurisdiccional que conlleva juzgar las demandas que libremente deciden presentar ante los Tribunales del orden civil para defender sus derechos e intereses legítimos”. Evidentemente la situación es muy distinta a la que atiende el TC cuando la tasa se impone a trabajadores para acceder a los recursos en la jurisdicción social.
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� SSTS �HYPERLINK "javascript:Redirection('JU0003341069_Vigente.HTML');"��2 marzo 2009 (LA LEY 8890/2009)� (rec. núm. 1605/2008) y �HYPERLINK "javascript:Redirection('JU0004218013_Vigente.HTML');"��16 mayo 2011 (LA LEY 83317/2011)� (rec. núm. 197/2010).


� Vid. en este sentido, SEMPERE NAVARRO, A.V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R., en «Claves de la Reforma Laboral de 2012 (Estudio del RDLey 3/2012, de 10 de febrero)». Ed. Thomson Reuters Aranzadi, 2012, pág. 199 (BIB 2012, 2784) destacan que «la omisión de los condicionantes teleológicos de la medida implica otorgar a la empresa una mayor libertad e implícitamente supone una menor carga probatoria en el momento en que se plantee un conflicto o una reclamación, porque la fórmula tradicional se diluye, relajándose la carga de la prueba notablemente pues la competitividad, la productividad y la adecuada organización técnica del trabajo son factores esenciales para la pervivencia de cualquier empresa»


� “Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo tras la Ley 3/2012, de 6 de Julio”. BIB 2013/53.


Carlos González González, Magistrado Juzgado de lo Social. Revista Aranzadi Doctrinal nº 9/2013 (Comentario).


Ed. Aranzadi, S.A.. Pamplona 2013.


� “Concepto y alcance de la modificación sustancial de las condiciones de trabajo”. Daniel Toscani Giménez. Profesor Titular de la Universidad de Valencia. Actualidad Laboral, Nº 21, Sección Estudios, Diciembre 2012, tomo 2, Editorial LA LEY.


� LEX NOVA Título I. De la relación individual de trabajo. Capítulo III. Modificación, Suspensión y Extinción del contrato de trabajo.


� La extinción indemnizada por modificaciones sustanciales tras las reformas de 2012. BIB 2012/1157. Rafael Alvarez Gimeno. Doctor en Derecho y Profesor Ayudante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Zaragoza. Este trabajo se enmarca dentro del Proyecto de Investigación DER 2010-16914, “Derecho del Trabajo y crisis económica, del diálogo social a las intervenciones normativas sobre las relaciones laborales”, financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad. Publicación:Aranzadi Social num. 4/2012 (La reforma laboral). Editorial Aranzadi, SA, Pamplona. 2012.


� STS 8-11-2002 (Rec. 967/2002).


� “Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo tras la Ley 3/2012, de 6 de Julio”. BIB 2013/53.


Carlos González González, Magistrado Juzgado de lo Social. Revista Aranzadi Doctrinal nº 9/2013 (Comentario).


Ed. Aranzadi, S.A.. Pamplona 2013.


� Incluso se acepta la validez de la notificación cursada a través de su publicación en la intranet de la empresa. Vid. STS �HYPERLINK "javascript:Redirection('JU0002293466_Vigente.HTML');"��4 de Abril de 2.006, �R.º 111/2005.


� “Concepto y alcance de la modificación sustancial de las condiciones de trabajo”. Daniel Toscani Giménez. Profesor Titular de la Universidad de Valencia. Actualidad Laboral, Nº 21, Sección Estudios, Diciembre 2012, tomo 2, Editorial LA LEY.


� Estudio teórico. Modificación del contrato de trabajo. LEX NOVA


� “Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo tras la Ley 3/2012, de 6 de Julio”. BIB 2013/53.


Carlos González González, Magistrado Juzgado de lo Social. Revista Aranzadi Doctrinal nº 9/2013 (Comentario).


Ed. Aranzadi, S.A.. Pamplona 2013.


� En este sentido Alfonso Mellado, M.C.: «Las actuaciones para incrementar la flexibilidad interna» en Alfonso Mellado, M.C., Camps Ruiz, L.M. y Goerlich Peset, J.M.: La Reforma Laboral en la Ley 35/2010. Ed. Tirant lo Blach. Valencia, 2010, pág. 123. Y Romero Burillo, A. Mª. :«La impugnación individual de la movilidad geográfica y modificación sustancial de condiciones de trabajo», Revista Doctrinal Aranzadi Social nº 2/2012. ED. Aranzadi SA. Cizur Menor, pág.197 (BIB 2012, 661).


� Cfr. SAN MARTÍN MAZZUCONI, C.: El régimen jurídico de la modificación sustancial de las condiciones de trabajo: estudio del artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores (BIB 1999, 200), cit. pags. 218 y 219.


� La extinción indemnizada por modificaciones sustanciales tras las reformas de 2012. BIB 2012/1157. Rafael Alvarez Gimeno. Doctor en Derecho y Profesor Ayudante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Zaragoza. Este trabajo se enmarca dentro del Proyecto de Investigación DER 2010-16914, “Derecho del Trabajo y crisis económica, del diálogo social a las intervenciones normativas sobre las relaciones laborales”, financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad. Publicación:Aranzadi Social num. 4/2012 (La reforma laboral). Editorial Aranzadi, SA, Pamplona. 2012.


� Vid. SAN MARTÍN MAZZUCONI, C.: El régimen jurídico de la modificación sustanciadle las condiciones de trabajo: estudio del artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores (BIB 1999, 200), cit. pag. 223. BEJARANO HERNÁNDEZ, A.: Extinción indemnizada del contrato por causa de modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2000, pag. 17. VALLEJO DACOSTA, R.: Modificaciones de las condiciones de trabajo. Un análisis desde la perspectiva del sistema de fuentes de la relación laboral. cit. pag. 260. GOERLICH PESET, J.M. «La extinción causal por voluntad del trabajador I: La extinción indemnizada por modificación sustancial o movilidad geográfica», en VV.AA.: Extinción del contrato de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, pags. 755 y 756. Igualmente, la STSJ de Madrid de 3 de julio de 1997 (AS 1997, 2617).


� La extinción indemnizada por modificaciones sustanciales tras las reformas de 2012. BIB 2012/1157. Rafael Alvarez Gimeno. Doctor en Derecho y Profesor Ayudante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Zaragoza. Este trabajo se enmarca dentro del Proyecto de Investigación DER 2010-16914, “Derecho del Trabajo y crisis económica, del diálogo social a las intervenciones normativas sobre las relaciones laborales”, financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad. Publicación:Aranzadi Social num. 4/2012 (La reforma laboral). Editorial Aranzadi, SA, Pamplona. 2012.
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